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(Tomo 193: 453/490) 

_____ Salta, 28 de octubre de 2014._________________ _____________  
_____ Y VISTOS: Estos autos caratulados “C/C L., M. Á.; L., Á. E. 

– RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.722/13), y ______________  
____________________________ CONSIDERANDO: ________________________  
_____ La Dra. Susana Graciela Kauffman de Martinelli , dijo:______  
_____ 1º) Que a 195/198 la Dra. Cristina Adriana Pér ez, en el ca-

rácter de defensora de los Sres. M. Á. L. y Á. E. L ., interpone 
recurso de casación contra la sentencia de la Sra. Jueza Correc-
cional y de Garantías y de Menores de Segunda Nomin ación del Dis-
trito Judicial del Sur, Circunscripción Metán, obra nte a fs. 183- 
cuyos fundamentos se encuentran agregados a fs. 184 /194 -en tanto 
condena a sus asistidos a la pena de seis meses de prisión en for-
ma condicional e inhabilitación especial por un año , con costas, 
por considerarlos autores voluntarios y responsable s del delito de 
incumplimiento o violación de los deberes de funcio nario público 
(arts. 248, 20, 26, 40, 41 y 29 inc. 3º del C.P.) e n perjuicio de 
la seguridad pública, hecho ocurrido el 17 de junio  de 2011 en Me-
tán.  
_____ 2º) Que la recurrente manifiesta sustentar sus  agravios en 

los arts. 514, 539, 542 inc. a, 544 y concordantes del Código Pro-
cesal Penal._______________________________________ _______________ 
_____ Sostiene que las condiciones de admisibilidad formal se en-

cuentran configuradas en tanto el recurso se interp one dentro del 
plazo legal, por parte legitimada y que el fallo co ntiene vicios 
esenciales vinculados a la interpretación del derec ho. ___________  
_____ Expresa que la “a quo” considera punible el he cho encuadran-

do la conducta de sus defendidos en una de las hipó tesis que el 
art. 248 del Código Penal contempla, la conducta om isiva, al no 
ejecutar las leyes cuyo cumplimiento les incumbiere  en su calidad 
de funcionarios públicos. Añade que en este tipo pe nal, el bien 
jurídico protegido es la Administración Pública, su  regular fun-
cionamiento y la legalidad de los actos administrat ivos, prote-
giendo a la administración que puede verse afectada  por el arbi-
trario ejercicio de la función pública, al margen d e la constitu-
ción, leyes o deberes que la rigen. ________________ ______________  
_____ Aduce que la sentenciante cae en error cuando a fs. 193 vta. 

-en su punto I)- afirma que el delito de incumplimi ento o viola-
ción de los deberes de funcionario público del art.  248 del C.P. 
es en perjuicio de la seguridad pública siendo que la norma está 
referida a los delitos en contra de la administraci ón pública. ___  
_____ Señala que, de acuerdo a lo que surge del acta  de debate, 

sus defendidos fueron comisionados por la superiori dad a realizar 
una consigna policial en el domicilio donde se enco ntraba la Sra. 
F., en la intersección de calles A y J de la ciudad  de Metán, sin 
precisar ningún dato distinto. Dice que sus defendi dos fueron co-
incidentes al afirmar que desde que arribaron al do micilio indica-
do por su superior y hasta alrededor de horas 10 pe rmanecieron en 
inmediaciones del ingreso a la vivienda sita en cal le A y que 
habiendo tomado conocimiento por manifestaciones de  la Sra. F que 
la misma tenía otro ingreso por calle J (como tambi én que la madre 
de N residía sobre dicha arteria) comunicaron por r adio a su supe-
rior tales circunstancias, desplazándose por su ind icación a la 
esquina propiamente dicha a los fines de poder visu alizar ambas 
entradas al inmueble vigilado, lo que se encuentra acreditado con 
el informe de fs. 2 incorporado por lectura al deba te. ___________  
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_____ Manifiesta la defensa que la Ley 6193 de Perso nal Policial 
determina el concepto de superioridad policial en s u art. 21 como 
la situación que tiene un policía con respecto a su  superior je-
rárquico y, en su art. 24, la superioridad por carg o, que impone 
al subordinado la obligación de cumplir las órdenes  del superior. 
En base a ello considera que no puede la sentencian te concluir que 
el actuar de los imputados fue ilegal atento a que no emplearon 
los medios que tenían a su alcance para reducir a N  y que “permi-
tieron” que el mismo ingresara a la vivienda. Pone de resalto que, 
según surge del debate, los hechos sucedieron rápid amente ya que 
el agresor se presentó de modo intempestivo y tomó velocidad hacia 
la vivienda a la que ingresa por la ventana sin aca tar la voz de 
alto de los policías que lo perseguían y apuntaban con sus armas. _ 
_____ Sostiene que la jueza en grado encuadra las co nductas de sus 

defendidos en la omisión de ejecutar las leyes cuyo  cumplimiento 
les incumbiere en su calidad de funcionarios públic os y afirma 
erróneamente que las conductas pueden ser dolosas o  culposas. Con-
sidera la recurrente al respecto que el delito por el que fueron 
condenados, en su tipo objetivo, debe entenderse co mo los actos u 
omisiones del funcionario que viola la constitución  o las leyes de 
una manera dolosa y que si no existe la intencional idad de violar 
el orden jurídico no podrá haber abuso. En cuanto a l tipo subjeti-
vo manifiesta que se trata de un delito doloso y de  dolo directo 
en el que el autor tiene conocimiento de la ilegali dad de su ac-
cionar y sin embargo actúa con un plus subjetivo. A grega que la no 
ejecución de las leyes cuyo cumplimiento le incumbe  o la omisión 
de cumplirlas debe ser de manera intencional, desca rtando toda 
conducta negligente por lo que estima que la conclu sión a la que 
arriba la Sra. Jueza en grado es errónea en cuanto se remite gené-
ricamente a la omisión de cualquier deber legal, de  modo que la 
aplicación del tipo resulta imposible sin la funció n integradora 
que cumplen las leyes que rigen la función que resu lta afectada 
por el delito. _____________________________________ _______________ 
_____ Por ello manifiesta la recurrente que la omisi ón debe ser de 

la ejecución de una ley y que para arribar a un fal lo condenatorio 
debe mediar la correcta interpretación de la ley pe nal al caso 
concreto, con más la certeza de la comisión del del ito de que se 
trate. Y reitera que es un delito de tipo doloso qu e requiere, en 
su forma omisiva, el conocimiento de que en la órbi ta de competen-
cia del agente está la ejecución de la ley que no s e ejecuta y en 
el aspecto volitivo, el agente debe querer oponerse  a la ley, des-
conociéndola. ______________________________________ _______________ 
_____ Solicita la revocación de la sentencia y la ab solución de 

sus defendidos ya que de quedar firme la sentencia se les causaría 
un perjuicio extremo atento a que les corresponderí a la baja como 
sanción administrativa, teniendo cargas de familia. _______________ 
_____ 3º) Que el Fiscal ante la Corte Nº 1, en su in forme de fs. 

207/208 vta., se pronuncia por el rechazo del recur so. ____________ 
_____ A fs. 211 se llaman autos para resolver, provi dencia que se 

encuentra firme. ___________________________________ _______________ 
_____ 4º) Que otorgada la correspondiente intervenci ón a todos los 

interesados, en tanto el recurso fue oportunamente concedido (v. 
fs. 199 y vta.), previo a expedirse sobre los motiv os invocados 
por la recurrente incumbe a esta Corte en la presen te instancia 
efectuar un nuevo control de los recaudos de orden formal a los 
que la ley subordina su admisibilidad (art. 36 de l a Ley 7716). ___ 
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_____ A ese respecto, se observa que ha sido present ado en término 
y por parte legitimada (v. fs. 194 y 198); además, la sentencia 
cuestionada resulta objetivamente impugnable y los motivos expues-
tos encuentran adecuación legal (arts. 466, inc . 1º, 469, inc. 1º 
y cc. del C.P.P.; texto según Ley 6345 y modificato rias). Razón 
por la cual, cabe ingresar al examen de la cuestión  planteada en 
el recurso. ________________________________________ ______________  
_____ 5º) Que la Sra. Jueza “a quo”, luego de analiz ar las pruebas 

producidas en la audiencia de debate, encuadra la c onducta de los 
imputados en el art. 248 del Código Penal en tanto reprime al fun-
cionario que dictare resoluciones u órdenes contrar ias a las cons-
tituciones nacionales o provinciales o ejecutare la s órdenes o re-
soluciones de esta clase existentes “o no ejecutare  las leyes cuyo 
cumplimiento le incumbe”. __________________________ ______________  
_____ Considera que los agentes L y L fueron comisio nados por la 

superioridad para realizar consigna policial en el domicilio en el 
que se encontraba la Sra. F, ubicado en la intersec ción de calles 
A y J de la ciudad de Metán, conforme la orden judi cial de fs. 6, 
orden que fue transmitida por el oficial Cardozo a los acusados, 
corroborado ello por las constancias del libro de g uardia de fs. 
31. Expresa la sentenciante que no era su obligació n solamente la 
de permanecer en el lugar indicado por la superiori dad sino la 
custodia y seguridad de las personas que se encontr aban en dicho 
domicilio, principalmente la Sra. F, sujeto pasivo de reiterados 
actos de violencia familiar que llevaron al pedido de detención de 
su marido -N- quién a esa fecha permanecía prófugo y armado, cir-
cunstancia que era conocida por los acusados y así lo declaran. __  
_____ Señala la jueza en grado que el bien jurídico protegido es 

la Administración Pública (fs. 190 vta. último párr afo) y que si 
bien el ilícito analizado lesiona directamente a la  administra-
ción, la intervención punitiva del Estado no devien e caprichosa 
dado el principio de lesividad que la inspira, que en el caso de 
autos resultó plenamente acreditado con el trágico desenlace de la 
muerte de una persona que se encontraba presuntamen te custodiada 
por los funcionarios policiales y la muerte del agr esor, quitándo-
se la vida. ________________________________________ ______________  
_____ Por tales razones considera que la conducta de  los acusados 

encuadra en la omisión de ejecutar las leyes a cuyo  cumplimiento 
se encontraban obligados como funcionarios policial es. Asevera la 
jueza en grado que los acusados reconocieron a N, q ue cuando éste 
se encontraba cruzando la calle dieron la voz de al to y le apunta-
ron con el arma reglamentaria, que no se detuvo, in tensificó su 
marcha e intentó entrar por la puerta principal per o que, al en-
contrarse cerrada ingresó por la ventana; que todo ello sucedió 
mientras L decidió guardar su arma reglamentaria y pedir apoyo a 
base por radio y L seguía apuntándolo, conforme sus  declaraciones, 
sin impedirle el ingreso al domicilio, que era el o bjeto único y 
principal de su permanencia en el lugar. ___________ ______________  
_____ Concluye que la manda legal omitida consistía en el cumpli-

miento de las obligaciones que le cabe a un funcion ario policial 
de utilizar todos los medios a su alcance para evit ar la produc-
ción de un daño, más aún cuando sabían que el sujet o estaba armado 
y que pesaba sobre él orden de detención a causa de  las reiteradas 
denuncias por violencia familiar efectuadas por la Sra. F. Por 
ello considera que el actuar de los acusados fue il egal por no 
haber utilizado los medios a su alcance para reduci r a N tratándo-
se de dos personas armadas y capacitadas de la fuer za policial 
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quienes, en lugar de arbitrar los medios para reduc irlo y evitar 
su ingreso a la casa, llamaron a la base sin actuar  como debían, 
por lo que los requisitos de la figura penal se enc uentran cumpli-
dos. Agrega, citando un fallo de esta Corte, que la  culpabilidad 
se concreta dolosamente, mediante dolo directo, sin  necesidad de 
una finalidad específica por tratarse de una forma pasiva o de 
omisión, requiriéndose el conocimiento de que en la  órbita de com-
petencia del autor está la debida ejecución de la l ey mientras que 
el aspecto volitivo requiere la voluntad de ignorar  el mandato 
normativo, de comportarse como si no existiere. ____ _______________ 
______ 6º) Que el primer agravio, referido a la cali ficación atri-
buida en la parte resolutiva de la sentencia como d elito en per-
juicio de la seguridad pública, carece de asidero y  por lo tanto 
debe ser desestimado ya que a lo largo de los consi derandos del 
fallo se hizo concreta mención al delito cometido p or los imputa-
dos, encuadrando la conducta en la norma del art. 2 48 del Código 
Penal, disposición que se encuentra dentro del Títu lo XI, De los 
Delitos contra la Administración Pública, configurá ndose en autos 
un mero error de tipeo y no un error de derecho . __ _______________ 
______7º) Que la no ejecución de leyes cuyo cumplim iento le incum-
be al funcionario público es una omisión, esto es l a de no cumplir 
con lo que la ley expresamente manda a hacer dentro  de sus funcio-
nes. En cuanto al elemento subjetivo, la figura exi ge dolo direc-
to, es decir que abarca el conocimiento que se trat a de un acto 
propio de la función, que tal omisión es ilegal y q ue el sujeto 
activo tenga la posibilidad de actuar, sin que se r equiera una 
particular malicia. Es necesario que el autor obre a sabiendas de 
que su proceder es contrario a lo que debe ser con arreglo a la 
norma jurídica aplicable (Creus, Carlos, “Delitos c ontra la admi-
nistración pública”, Editorial Astrea, pág. 208). __ _______________ 
______Señala Andrés J. D’Alessio (“Código Penal Com entado y Anota-
do”, Parte Especial, pág. 798, Ed. La Ley, 2004), a l referirse a 
la modalidad omisiva de este delito, que ésta se ca racteriza por 
la circunstancia que el funcionario prescinde de la  ley, como si 
ella no existiera. Son supuestos -dice- en los que no se hace ni 
se ejecuta o cumple lo que la ley manda expresament e hacer al fun-
cionario dentro de su órbita funcional. Añade que, aún cuando la 
ley no contenga el verbo retardar se entiende que l a ejecución 
tardía de la ley, en tanto implica que ésta no ha s ido aplicada en 
el momento debido, es una forma de omisión incluida  en el tipo. 
Aclara que como en todo tipo omisivo es preciso que  el funcionario 
haya tenido la posibilidad de ejecutar la ley cuya omisión se le 
imputa. ____________________________________________ _______________ 
______Asimismo esta Corte ha dicho que en los supue stos donde la 
imputación se refiere puntualmente a la no ejecució n de leyes cuyo 
cumplimiento le incumbe al funcionario, la vulnerac ión del bien 
jurídico consistente en el funcionamiento regular d e la adminis-
tración pública se produce por el simple no acatami ento del manda-
to precisado en la norma general, sin que resulte r elevante la am-
plitud del contenido de las funciones del autor, ba stando que el 
mandato legal desobedecido caiga dentro de ese cont enido. En el 
texto del art. 248 del C.P. se asigna relevancia a toda violación 
de un deber legalmente impuesto al funcionario, por que hace a la 
naturaleza del delito previsto en la norma remitirs e genéricamente 
a la omisión de cualquier deber legal, por lo que l a aplicación 
del tipo resultaría imposible sin la función integr adora que cum-
plen las leyes que rigen la función que resulta afe ctada por el 
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delito. Más adelante en el mismo fallo se establece  que el tipo se 
concreta dolosamente, requiriendo dolo directo, sin  concurrencia 
de ninguna finalidad específica y que al tratarse d e una forma pa-
siva o de omisión, se requiere el conocimiento de q ue en la órbita 
de competencia del autor está una debida ejecución de la ley, 
mientras que en el aspecto volitivo requiere la vol untad de igno-
rar el mandato normativo, de comportarse como si no  existiera (es-
ta Corte, Tomo 84:529). ____________________________ ______________  
_____8º) Que ambos funcionarios policiales sabían f ehacientemente 
que debían custodiar y velar por la seguridad e int egridad física 
de la Sra. F (orden impartida obrante a fs. 31) ya que N, acusado 
de reiterados actos de violencia familiar se encont raba armado y 
prófugo, situación que fue menospreciada por los fu ncionarios po-
liciales quienes omitieron actuar conforme las inst rucciones im-
partidas. __________________________________________ ______________  
_____ De acuerdo con las constancias que emanan de f s. 5, la Sra. 

R A F radicó denuncia policial, en fecha 17 de juni o de 2011 a hs. 
14:30, en contra de su esposo A M N por lesiones, p rivación ilegí-
tima de la libertad y amenazas reiteradas, lo que m otivó la orden 
de detención de N (fs. 5 vta.). Por otra parte, a f s. 6 de autos 
consta que el Sr. H A C denunció que N le había sus traído un re-
vólver calibre 32 largo, ordenándose de inmediato u na consigna fi-
ja de por lo menos dos efectivos policiales en el d omicilio de la 
denunciante F (fs. 5 “in fine”) a los fines de pres ervar su inte-
gridad. ____________________________________________ ______________  
_____ Según emana de fs. 8 la Sra. F el mismo día 17  de junio de 

2011 a hs. 21:45 amplió su denuncia en contra de su  cuñada por 
amenazas recibidas a causa de la denuncia efectuada  en contra 
de N.  
_____ El día 18 de junio, a pesar de encontrarse de consigna los 

agentes de la policía L y L frente al domicilio en el que fue ins-
talada la denunciante para preservar su integridad,  se produce el 
luctuoso suceso que debían prevenir y a cuyos fines  fueron comi-
sionados por su superioridad. En este sentido resul ta clara la 
conducta omisiva de los funcionarios policiales, po r cuanto lo en-
comendado no fue cumplido. Es así que, ante la apar ición de N sólo 
atinaron a dar la voz de alto y llamar a la base, e n lugar de pro-
curar impedir su ingreso al inmueble, pues su misió n no consistía 
en permanecer frente al inmueble sino en preservar la vida de la 
Sra. F quien se encontraba dentro de dicho inmueble . _____________  
_____ Como lo expresa el Sr. Fiscal ante la Corte en  su informe, 

no puede entenderse por qué “dos efectivos policial es no pudieron 
detener la marcha del agresor que cómodamente pudo ingresar al in-
mueble, mantener una pequeña discusión con su espos a para luego 
darle muerte con arma de fuego y finalmente quitars e la vida de la 
misma manera”, sin que los policías actuaran debida mente para tra-
tar de impedirlo. __________________________________ ______________  
_____ 9º) Que la magnitud de la violencia contra las  mujeres in-

terpela a los Estados a promover estrategias y polí ticas públicas 
destinadas a prevenir, sancionar y eliminar los tip os y modalida-
des bajo las cuales se manifiestan. A pesar de ello , el personal 
policial afectado también al cumplimiento de esta m anda, a la or-
den del juez y de su superior jerárquico, menosprec iaron la peli-
grosidad de la situación terminando en una tragedia  que era lo que 
se pretendía evitar, circunstancia que configura su  conducta como 
dolosa. ____________________________________________ ______________
_____ Además se debe tener presente que la omisión c oncierne a un 



 (Expte. CJS 36.722/13 – L.) 

 

6 

mandato expreso y determinado en una regla de derec ho, consistente 
no sólo en la orden del juez actuante y de la super ioridad sino 
también tiene expreso basamento en las disposicione s de la ley de 
violencia familiar, cuya finalidad es de orden públ ico. ___________ 
_____ Es necesario señalar que entre las obligacione s que el Esta-

do nacional asumió como consecuencia de adoptar la Convención de 
Belem do Pará, se encuentran las de “actuar con la debida diligen-
cia para prevenir, investigar y sancionar la violen cia contra la 
mujer” (art. 7º, inc. b) circunstancia que en el ca so en examen 
fue incumplida por los imputados. __________________ _______________ 
_____ 10) Que en base a lo señalado, se presenta com o correctamen-

te valorado el hecho por la Sra. Jueza “a quo”. Se observa que en 
base a la sana crítica racional logró la certeza ne cesaria para el 
dictado de la sentencia condenatoria, sin que se ad vierta falta o 
insuficiencia de motivación que tornen arbitrarios sus fundamen-
tos._______________________________________________ _______________ 
_____ Atento a lo expuesto el recurso de casación in terpuesto por 

la defensa debe rechazarse. Con costas. ____________ _______________ 
_____ Los Dres. Guillermo Alberto Posadas, Sergio Fabián Vittar, 

Guillermo Alberto Catalano y  Guillermo Félix Díaz , dijeron: _______ 
_____ No compartimos la solución jurídica propiciada  en el voto 

que antecede ni sus fundamentos, por las siguientes  razones. ______ 
_____ 1º) Que el Código Penal argentino, con sustent o en el Pro-

yecto de 1891 –que adoptara el modelo científico di señado por el 
Código Penal italiano de 1889-, define en el Capítu lo IV del Títu-
lo XI del Libro Segundo las diversas modalidades tí picas de los 
delitos de abuso de autoridad y violación de los de beres de los 
funcionarios públicos (arts. 248 y sgtes. del C.P.) . ______________ 
_____ Como ha dicho la doctrina, “los hechos de este  capítulo le-

sionan la administración pública, porque en sí mism os implican un 
arbitrario ejercicio de la función pública, al marg en de las cons-
tituciones, leyes o deberes que la rigen” (Núñez, R icardo C., “De-
recho Penal Argentino”, Ed. Lerner, Córdoba–Buenos Aires, 1974, 
Tomo VII, pág. 72). De tal manera, “los tipos previ stos en este 
capítulo protegen a la Administración Pública, pres ervando la re-
gularidad de su funcionamiento y la legalidad de lo s actos admi-
nistrativos, que pueden verse comprometidos por el acto arbitrario 
en el que el funcionario actúe más allá de su compe tencia, por la 
omisión de su actividad necesaria y aún por la inje rencia ilegal 
de particulares en la esfera de competencia de la A dministración” 
(Creus, Carlos, Buompadre, Jorge Eduardo, “Derecho Penal. Parte 
Especial”, Ed. Astrea, Bs. As., 2007, Tomo 2, pág. 263). __________ 
_____ En tal sentido, el art. 248 del C.P. contempla  tres acciones 

típicas distintas. Las dos primeras son delitos de comisión –dictar 
resoluciones u órdenes contrarias a las constitucio nes o leyes na-
cionales o provinciales; y ejecutar las órdenes o r esoluciones de 
esta clase-; la tercera, constituye una omisión -no  ejecutar las 
leyes cuyo cumplimiento le incumbiere al funcionari o público-. En 
todos los casos, se trata siempre de un “abuso func ional”, es de-
cir, del arbitrario ejercicio o de la ilegítima abs tención de la 
actividad funcional por parte de un funcionario púb lico que actúa 
en el desempeño de su cargo y obra dentro del marco  de su propia 
competencia. _______________________________________ _______________ 
_____ El presente caso nos obliga a fijar nuestra at ención en la 

forma omisiva mencionada en último término. Al resp ecto, se apuntó 
que se trata de “una modalidad negativa de delincue ncia en que 
puede incurrir el funcionario público en el ejercic io de su cargo, 
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y es la de omitir la ejecución de las leyes cuyo cu mplimiento le 
incumbiere. El sujeto activo siempre es un funciona rio público 
(art. 77) en funciones, sobre quien pesa un deber j urídico de ac-
tuar. La acción típica, está caracterizada en la le y como no eje-
cutar las leyes, lo que quiere decir que consiste e n un conciente 
y voluntario incumplimiento de un deber legalmente establecido, 
sea que se niegue o que simplemente no lo cumpla o que lo haga ex-
temporáneamente, o sea pasada ya la oportunidad en que debía 
hacerlo” (Laje Anaya, Justo; Gavier, Enrique Albert o, “Notas al 
Código Penal Argentino”, Ed. Lerner, Córdoba, 1996,  Tomo III, pág. 
126).__ ____________________________________________ ______________  
_____ De manera que el tipo penal considerado (art. 248, 3er. su-

puesto del C.P.) revela un “abuso funcional omisivo ” que consiste 
en “la decisión de no ejecutar la ley, es decir, de  no aplicarla, 
prescindir de ella, no actuarla en la realidad (... ). En la faz 
volitiva se demanda voluntad de oponerse a la ley, no resultando 
suficiente su errónea ejecución, sino la intención de desconocer-
la” (Froment, Carlos Daniel, De Langhe, Marcela, “S obre el Abuso 
de Autoridad y el Incumplimiento de los Deberes de Funcionario Pú-
blico”, La Ley, 2007-B, 955); vale decir que consti tuye una omi-
sión dolosa de la autoridad pública, concretada con  fines mani-
fiestamente contrarios a los establecidos por la le y. De suerte, 
entonces, que para que se configure el delito deben  concurrir dos 
extremos, a saber: 1º) una “extralimitación objetiv a” del marco 
competencial impuesto normativamente (omisión típic a: no ejecutar 
las leyes cuyo cumplimiento le incumbiere); y 2º) u na “extralimi-
tación subjetiva” (dolo). Así ha sido reconocido po r la doctrina 
mayoritaria (Vázquez Iruzubieta, Carlos, “Código Pe nal Comentado”, 
Ed. Plus Ultra, Bs. As., 1971, Tomo IV, pág. 426; L aje Anaya, Jus-
to, Gavier, Enrique Alberto, op. y loc. cit.; Laje Anaya, Justo, 
“Comentarios al Código Penal. Parte Especial”, Ed. Depalma, Bs. 
As., 1981, Vol. III, pág. 78; Creus, Carlos, Buompa dre, Jorge 
Eduardo, op. cit., pág. 267; Núñez, Ricardo C., “De recho Penal Ar-
gentino”, Ed. Lerner, Córdoba–Buenos Aires, 1974, T omo VII, págs. 
76/77; Froment, Carlos Daniel, De Langhe, Marcela, op. cit.; Vi-
llada, Jorge Luis, “Delitos Contra la Función Públi ca”, Ed. Abele-
do-Perrot, Bs. As., 1999, págs. 225/226; Aboso, Gus tavo Eduardo, 
“Código Penal de la República Argentina. Comentado,  concordado con 
Jurisprudencia”, Ed. B de f, Buenos Aires–Montevide o, 2012, pág. 
1221; etc.) y por la jurisprudencia dominante (CSJN , “A., E. P. 
Z.”, del 11/11/96; STJ Tierra del Fuego, “Fiscal an te el Superior 
Tribunal de Justicia s/denuncia”, Expte. Nº 416/200 0, del 26/2/91; 
CFed. Córdoba, Sala A, “B., J.E.”, del 28/11/95, LL C, 1996-915; 
etc.). _____________________________________________ _______________ 
_____ De modo que la omisión, además de ilegal o ant ijurídica, de-

be ser, también, típicamente culpable (dolosa). Así  lo ha sosteni-
do la doctrina al analizar la estructura subjetiva de los tipos 
penales de omisión propia: “En el ámbito subjetivo,  la imputación 
a título de dolo requiere el conocimiento de la sit uación típica y 
de las posibilidades de intervención que el sujeto tiene, y que 
éste se sustraiga voluntariamente, a pesar de ese c onocimiento, a 
la obligación de actuar. La imprudencia, generalmen te no punible 
en los delitos de omisión pura o propia, puede surg ir tanto de la 
negligencia en la apreciación de la situación típic a (creencia 
errónea en la falta de gravedad de un accidente) o de las propias 
posibilidades de intervención, como de la falta de cuidado en la 
ejecución de la acción mandada” (Muñoz Conde, Franc isco, García 
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Arán, Mercedes, “Derecho Penal. Parte General”, Ed.  Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2010, pág. 241). _________________ _______________  
_____ En consecuencia, “la culpa”, en sus diversas f ormas (negli-

gencia, imprudencia, impericia e inobservancia de l eyes, reglamen-
tos o deberes), no se adecua al tipo penal bajo exa men, como tam-
poco encuadran en él las simples anomalías o irregu laridades en el 
desempeño de la función pública. Por ello, cabe dis tinguir los su-
puestos de abuso de autoridad –constitutivos de del ito- de las si-
tuaciones de simple negligencia funcional –constitu tivas de falta 
administrativa o disciplinaria- (cfr. Creus, Carlos , “Delitos contra 
la Administración Pública”, Ed. Astrea, Bs. As., 19 81, págs. 
203/204). Ello es así, pues “por grave que sea la i gnorancia, el 
error o la negligencia del funcionario, que lo llev e a incurrir 
objetivamente en alguno de los hechos definidos por  ese artículo, 
la buena fe excluye el tipo del abuso de autoridad,  porque la ma-
licia es un elemento inherente a cualquier tipo de abuso. Este no 
consiste en la simple extralimitación objetiva en a lgo, sino, ade-
más, en la extralimitación subjetiva” (Núñez, Ricar do C., op. 
cit., pág. 77). ____________________________________ _______________ 
_____ Así las cosas, resulta palmario que el carácter dol oso de la 

omisión funcional debe inferirse necesariamente de las circunstan-
cias comprobadas del caso, debiendo quedar, por tan to, evidenciado 
-de un modo categórico e inequívoco- en el comporta miento concre-
tamente asumido por los acusados en el hecho histór ico juzgado. 
Los principios constitucionales de inocencia (“null a poena sine 
iudicio”) y culpabilidad (“nulla poena sine culpa”) , así como la 
operatividad procesal de la regla “in dubio pro reo ”, exigen que 
el elemento subjetivo del delito sea debidamente ac reditado por la 
acusación y razonablemente argumentado por el órgan o jurisdiccio-
nal y proscriben cualquier presunción o suposición de dolo que no 
surja unívocamente de la prueba válidamente produci da en la causa 
(arts. 18 y 75 inc. 22 de la C.N.). ________________ _______________ 
_____ 2º) Que de autos surgen indubitables los sigui entes extremos 

fácticos: a) la señora R F había sido amenazada en reiteradas 
oportunidades por M A N, quien fuera su esposo (v. fs. 5); b) tal 
situación fue considerada como un caso de violencia  familiar con 
implicancias penales y civiles (v. fs. 5 vta.), raz ón por la cual 
se dispuso una consigna policial en el domicilio en  el que se en-
contraba residiendo la víctima (v. fs. 6); c) por l a seriedad y 
gravedad de los hechos denunciados, se ordenó una c ustodia conjun-
ta a cargo de los Cabos M Á L y Á E L; d) el 18 de junio de 2011, 
cerca del mediodía, mientras los policías se hallab an ubicados 
frente al domicilio cautelado, se acercó N –caminan do rápido, 
abrigado y con un gorro en la cabeza- y al ser desc ubierto por los 
agentes emprende veloz carrera en dirección al inmu eble; e) ante 
ello, los policías comienzan a correr, el Cabo L de senfunda su 
pistola, le da la voz de alto y le ordena que se ar roje al suelo, 
mientras el Cabo L corría hacia la casa para alcanz ar al agresor; 
f) N hace caso omiso a la orden policial e ingresa al inmueble ti-
rándose de cabeza por una ventana que se hallaba to talmente abier-
ta; g) cuando los policías se disponían a entrar po r la ventana, 
se escuchan dos disparos de arma de fuego y se encu entran con la 
escena fatal del lamentable homicidio seguido de su icidio. ________ 
_____ La secuencia de los hechos se desprende de las  constancias 

de la causa, en particular de la correlación y corr espondencia na-
rrativa entre las declaraciones defensivas de los a cusados y los 
testimonios de R A F, R M M, C H V, C G D, S A V y G D. ___________ 
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_____ En tal contexto, la conducta que observaron lo s encausados 
se mostró vacilante, inefectiva, ineficiente, descu idada y cierta-
mente negligente, más no exhiben los rasgos de inte ncionalidad pa-
siva u omisiva que exige el tipo penal pertinente. Así, deviene 
incuestionable que M A L y A Esteban L no obraron e n la emergencia 
con la premura y determinación que exigían las circ unstancias (se-
gún su gravedad y urgencia) y que, en definitiva, s e vieron sor-
prendidos y superados por la celeridad de los hecho s y la firme 
decisión delictiva de N. ___________________________ ______________  
_____ De la reconstrucción probatoria del caso resul ta que al mo-

mento del hecho los acusados se hallaban ubicados f rente al domi-
cilio vigilado, con el declamado propósito de logra r una mejor 
perspectiva visual, pues el inmueble en el que resi diera la vícti-
ma estaba ubicado en una esquina y tenía entrada po r dos calles 
distintas. Sin embargo, tal estrategia preventiva r esultó insufi-
ciente e ineficaz y acabó por revelar el comportami ento confiado y 
culposo en que incurrieran Ly L. ___________________ ______________  
_____ En análisis dogmático del tipo penal considera do, se dijo 

que la mera negligencia en el desempeño de la funci ón provoca una 
situación de “atipicidad subjetiva” -por ausencia d e dolo directo- 
(Froment, Carlos Daniel, De Langhe, Marcela, op. ci t.) que es pa-
sible de generar otro tipo de responsabilidades jur ídicas (extra-
penales), según las diversas prescripciones del der echo objetivo.  
_____ Todo lo dicho (especialmente acerca de la culp abilidad) se 

aplica, también –“brevitatis causae”-, respecto del  delito de omi-
sión de deberes propios del oficio, previsto en el art. 249 del 
C.P. y que fuera subsidiariamente invocado por el r epresentante 
del Ministerio Público Fiscal al momento de solicit ar la condena 
de los acusados. En tal sentido, basta añadir que l as acciones tí-
picas contempladas por la citada norma (omitir, reh usar hacer y 
retardar) requieren “el conocimiento del carácter d el acto omitido 
como propio del oficio y que se trata, por consigui ente, de una 
omisión ilegal, lo que debe ir acompañado de la lib re voluntad de 
omitir, retardar o rehusar, por medio de un dolo di recto” (Creus, 
Carlos, Buompadre, Jorge Eduardo, op. cit., Tomo 2,  pág. 271). Así 
lo ha resuelto esta Corte en su precedente registra do en el Tomo 
170:323. ___________________________________________ ______________  
_____ Resulta que en el presente caso los agentes L y L actuaron 

positiva aunque negligentemente (vale decir que “hi cieron” algo), 
sin dolo o intención de faltar voluntaria y conscie ntemente a sus 
deberes funcionales. _______________________________ ______________  
_____ 3º) Que por ello, corresponde hacer lugar al r ecurso de ca-

sación interpuesto por la defensa de los acusados y , en consecuen-
cia, revocar la sentencia de condena impugnada, dis poniendo la ab-
solución de M A L y A E L respecto de los delitos d e incumplimien-
to o violación de los deberes de funcionario públic o y omisión de 
los deberes propios del oficio, previstos en los ar ts. 248 y 249 
del C.P. ___________________________________________ ______________  
_____ El Dr. Ernesto R. Samsón , dijo:____________________________  
_____ Por sus fundamentos, adhiero al voto precedent e.___________  
_____ El Dr. Abel Cornejo , dijo:_________________________________  
_____ 1º) Que por razones de brevedad doy por reprod ucida la rese-

ña de los hechos efectuada en los considerandos 1º,  2º, 3º, 4º y 
5º por la distinguida Sra. Jueza preopinante en pri mer término, 
como así también comparto la solución jurídica a la  que arribó, en 
el sentido de no hacer lugar al recurso de casación  interpuesto, 
no obstante lo cual deseo esgrimir mis propios fund amentos. ______  
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_____ 2º) Que antes que nada resulta dable destacar la importancia 
que la teoría jurídica del delito o dogmática juríd ica penal ad-
quiere como método racional de solución de conflict os penales. ____ 
_____ Resulta claro que la teoría del delito, como i nstrumento 

conceptual, tiene la finalidad de permitir la aplic ación racional 
de la ley a un supuesto de hecho. Trata de establec er bajo qué 
condiciones un suceso puede ser atribuido a un auto r en términos 
delictivos. ________________________________________ _______________ 
_____ Si esto es así, es evidente que constituye una  herramienta 

fundamental de los jueces para determinar, en el ca so concreto, 
cuándo un hecho es punible y quiénes son sus respon sables. Por lo 
tanto, pretende dar al juzgador de modo sistemático , la solución 
para resolver científicamente el conflicto penal ll egado a su co-
nocimiento. ________________________________________ _______________ 
_____ En consecuencia, es dable señalar, que la dogm ática jurídi-

ca- penal cumple una de las más importantes funcion es que tiene 
encomendada la actividad jurídica de un Estado de D erecho: la de 
garantizar los derechos fundamentales del individuo  frente al po-
der arbitrario del Estado, que, aunque se encauce d entro de cier-
tos límites, necesita control y seguridad de esos l ímites (Muñoz 
Conde, Francisco y García Arán, Mercedes, “Derecho Penal General”, 
2da. Ed., Tirant lo blach, Valencia, 1996, pág. 201 ). _____________ 
_____ En efecto, al tratar de encontrar soluciones s istemáticas 

fundadas y coherentes, la teoría del delito contrib uye a despejar 
el ejercicio de un poder irracional o arbitrario de  parte de los 
órganos encargados de impartir justicia; esto permi te, como conse-
cuencia lógica, garantizar la seguridad jurídica de  los ciudada-
nos.___ ____________________________________________ _______________ 
_____ Refiriéndose a la importancia de la dogmática,  García Martín 

enfatiza que la teoría jurídica del delito trata de  establecer las 
condiciones de atribución de responsabilidad penal mediante la va-
loración y enjuiciamiento de determinados sucesos q ue acaecen en 
la realidad, y que tienen, por ello, una determinad a estructura en 
esa misma realidad, es decir, unas propiedades onto lógicas que no 
pueden ser ignoradas. En el plano ontológico los su cesos de la 
realidad se muestran como unidades ontológicas que no pueden ser 
fragmentadas en esa esfera. Una división de la unid ad ontológica 
en fragmentos puede llevarse únicamente desde deter minados puntos 
de vista o con determinados criterios valorativos y , por tanto, 
selectivos de aquellos elementos del sustrato óntic o que sean por-
tadores de las características adecuadas al criteri o valorativo 
mediante el que se quiere atribuir un preciso senti do a la reali-
dad. Para determinadas regulaciones del Derecho, la  realidad que 
ha de ser objeto de los juicios de valor rectores d e la regulación 
está representada por la acción (omisión) humana qu e tiene, una 
estructura ontológica que se ordena en torno a un n úcleo de la fi-
nalidad (Gracia Martín, Luis, “Fundamentos de la do gmática penal. 
Una introducción a la concepción finalista de la re sponsabilidad 
penal”, Ed. Atelier, Barcelona, 2006, pág. 66). ____ _______________ 
_____ Por su parte, enseña Muñoz Conde que la idea d el Estado de 

Derecho exige que las normas que regulan la convive ncia sean cono-
cidas y aplicadas de modo racional y seguro, que ev ite el ocaso y 
la arbitrariedad en su aplicación y que las dote de  una fuerza de 
convicción tal que sean aceptadas por la mayoría de  los miembros 
de la comunidad. De este modo incumbe a la Dogmátic a jurídica tam-
bién una función legitimadora (cfr. Muñoz Conde, ob . cit., pág. 
201).___ ___________________________________________ _______________ 
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_____ En la misma línea, Luzón Peña nos aclara que “ la dogmática 
jurídico penal tiene por objeto determinar qué rige  conforme al 
ordenamiento penal positivo: su misión es, pues, av eriguar y de-
terminar el contenido del derecho penal vigente de modo riguroso y 
sistemático, favoreciendo la seguridad jurídica en este campo” 
(Luzón Peña, Diego Manuel, “Curso de Derecho Penal.  Parte General 
I”, Ed. Universitas S.A., Madrid, 1996, pág. 93) __ ______________  
_____ Estas funciones o misiones que pretende cumpli r la dogmática 

penal, conduce a su efectivo empleo para la resoluc ión de las cau-
sas judiciales en general y de este caso particular , justamente 
para que la aplicación práctica del derecho penal s ea racional, 
objetivamente fundada e igualitaria respecto de los  ciudadanos. __  
_____ En palabras de Maurach, “desde el punto de vis ta funcional, 

en el contexto general de la obtención de normas ju rídicas, la 
dogmática debe garantizar una aplicación igualitari a y previsible 
(transparente) del derecho; con ello, la dogmática no es un fin en 
si misma, sino un medio para lograr una garantía de l poder puniti-
vo estatal, desde el punto de vista del Estado de D erecho. En este 
complejo valorativo, la dogmática jurídico-penal co nserva su lugar 
necesario para asegurar el tratamiento igualitario,  la seguridad 
jurídica, en pocas palabras, la previsibilidad del derecho y para 
un estricto apego a los hechos, por medio de la sub sunción precisa 
de los hechos bajo las normas jurídicas. El verdade ro valor de la 
función de garantía del derecho penal depende de la  eficacia de la 
dogmática jurídico penal” (Maurach, Reinhart/Zipf, Heinz, “Derecho 
Penal. Parte General, Formas de aparición del delit o y consecuen-
cias jurídicas del hecho”, Traducción de la 7ma. Ed ición Alemana 
por Jorge Bofia Genzsch, Astrea, 1995, Tomo I, pág.  54). _________  
_____ Es que como al decir de Gimbernat Ordeig, la p raxis nunca 

puede estar divorciada de la dogmática científica p ues “¿para que 
sirve la ciencia del Derecho Penal sino logra influ ir sobre la ju-
risprudencia?” (Gimbernat Ordeig, Enrique, “Concept o y método de 
la ciencia del Derecho Penal”, Ed. Tecnos, Madrid, 1999, págs. 
122/123). __________________________________________ ______________  
_____ Por su parte el Derecho Penal sirve para la pr otección de 

los bienes jurídicos y se entiende por tales las ca racterísticas 
de las personas, cosas o instituciones que son obje to de posicio-
nes jurídicas, que en palabras de Urs Kindhauser “c iertas propie-
dades positivamente valoradas” (“Crítica a la teorí a de la imputa-
ción objetiva y función del tipo subjetivo”, Ed. Gr iljey, Lima 
2007, pág. 89). ____________________________________ ______________  
_____ Las normas son proposiciones del deber ser que  luego se ha 

encarnado en las leyes y que obligan o prohíben acc iones determi-
nadas para la defensa y la protección de bienes jur ídicos. Es que 
las “normas de comportamiento del derecho penal sir ven al fin de 
proteger ciertas propiedades de personas, cosas e i nstituciones, 
que son positivamente valoradas, frente a modificac iones perjudi-
cales” (idem). _____________________________________ ______________  
_____ En el mismo sentido enseña Edgardo Donna “La C onstitución es 

la norma que contiene las decisiones valorativas fu ndamentales pa-
ra poder elaborar un concepto de bien jurídico, pre vio a la ley 
penal, obligatorio para ella, con lo cual, todo lo que hace a la 
conciencia del individuo, en lo referente a la mora l individual 
queda fuera de cualquier amenaza penal. Objeto de l as amenazas pe-
nales sólo pueden ser aquellas conductas que pongan  en peligro o 
lesionen los presupuestos básicos de la vida social  que esté basa-
do en la libertad y responsabilidad del individuo” (“Derecho Pe-
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nal. Parte General”, Ed. Rubinzal Culzoni, Bs. As.,  Tomo I, 2006, 
págs. 200/201) _____________________________________ _______________ 
_____ Ahora bien, cuando el Código Penal considera c omo bien jurí-

dico objeto de protección estatal a la administraci ón pública, 
condena y reprime la infidelidad y la arbitrariedad  que puede ca-
racterizar el ejercicio de las funciones de gobiern o encomendadas 
a sus funcionarios, sobre los que recaen las dispos iciones norma-
tivas que lo componen. Las desviaciones en que incu rra la persona 
a la que el Estado le encargó proveer un servicio p úblico, atentan 
contra el ejercicio regular que debe caracterizar a l desenvolvi-
miento de la administración estatal. _______________ _______________ 
_____ Ello así, el hecho de contrariar el catálogo d e normas jurí-

dicas que reglamentan el ejercicio de la función pú blica –cuya 
existencia deviene necesaria en aras de salvaguarda r la rectitud 
de la administración- se traduce en la inobservanci a de los postu-
lados que la propia letra de la ley inspira. _______ _______________  
_____ Por su parte D´Alessio entiende que la protecc ión penal de 

la administración estatal, se justifica en virtud d e que el co-
rrecto desempeño de la función pública constituye u n requisito in-
dispensable en el desarrollo del sistema democrátic o._____________ 
_____ También Donna se ha avocado al análisis del Tí tulo corres-

pondiente a los delitos contra la administración de  gobierno –
contenido en el Código de fondo- y en esa oportunid ad invocó que 
el bien jurídico protegido es la administración púb lica, toda vez 
que puede verse afectada por el arbitrario ejercici o que de su 
función llevan a cabo los funcionarios que actúan e n contra de las 
disposiciones constitucionales (cfr. Donna, Edgardo  Alberto, “De-
recho Penal. Parte especial”, Ed. Rubinzal-Culzoni,  Buenos Aires, 
2008, Tomo III, pág. 184). _________________________ _______________  
_____ 3º) Que sentadas las consideraciones precedent es, resulta 

oportuno mencionar que el delito contenido en el ar t. 248 “in fi-
ne” del Código de fondo, lesiona la administración pública debido 
a que implica una arbitrario ejercicio de la funció n estatal enco-
mendada, llevada a cabo al margen de la propia letr a de las cons-
tituciones, leyes o deberes que la rigen (cfr. Núñe z, Ricardo C., 
“Derecho Penal Argentino. Parte especial”, Ed. Libr eros, Buenos 
Aires, 1974, Tomo VII, pág. 72). ___________________ _______________ 
_____ Cuando se hace alusión a la omisión en el cump limiento de un 

deber -que forma parte del compendio de funciones p úblicas adjudi-
cadas a un determinado funcionario estatal- se efec túa con la fi-
nalidad de referenciar la intención del Estado de p reservar el 
normal funcionamiento de la administración de gobie rno, que no de-
be verse perturbada por la inercia maliciosa de las  personas físi-
cas que la conforman. ______________________________ _______________ 
_____ De esta manera, la función pública puede ser c onceptualizada 

como aquella actividad que se ejecuta con el objeti vo de materia-
lizar los fines propios del estado, aunque esa labo r sea llevada a 
cabo por personas físicas integrantes de la adminis tración. Estos 
son conceptualizados como aquellos sujetos llamados  a querer y 
obrar en exclusivo interés del órgano al que perten ecen (cfr. Mag-
giore, Giuseppe, ob. cit., pág. 137). ______________ _______________ 
_____ Así, sobre los funcionarios públicos recae la obligatoriedad 

de ejercer las funciones encomendadas al órgano de gobierno, que 
obra y quiere en ellos y por ellos. ________________ _______________ 
_____ En este sentido, la figura penal de análisis s e materializa 

a partir del abuso que despliega el funcionario púb lico –con la 
configuración de su conducta- violando el orden jur ídico -encargado 
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de circunscribir el ámbito de sus funciones pública s- al no ejecu-
tar las leyes cuyo cumplimiento le incumben. _______ ______________  
_____ Soler es categórico al afirmar que el interés de un estado 

políticamente ordenado en el cumplimiento regular y  legal de los 
actos de la autoridad es tan acentuado, que aun cua ndo no se pro-
duzca lesión de un derecho ulterior, se castiga el acto abusivo en 
sí mismo, como un modo de tutelar los valores insit os en el orde-
namiento jurídico como tal (Soler, Sebastián, “Dere cho penal Ar-
gentino”, Ed. Tea, Buenos Aires, 1994, Tomo V, pág.  180). ________  
_____ A partir del ejercicio arbitrario de la labor mandada norma-

tivamente, la función pública desplegada se materia liza en un 
ejercicio irregular e indebido de la actividad. Fre nte a la ineje-
cución del deber que le incumbe al funcionario, se advierte la 
omisión de dar cumplimiento a las disposiciones vig entes. ________  
_____ En ese sentido es que el art. 248 “in fine” de l Código de 

fondo reprime al funcionario público que no ejecuta  las leyes cuyo 
cumplimiento le incumben. Esta figura jurídica, ins tituida con el 
objetivo de preservar el correcto funcionamiento de  la administra-
ción pública y la consecuente legalidad que deben r evestir los ac-
tos administrativos que emanan de su seno, adjudica  reprochabili-
dad al funcionario público que, a partir del mal de sempeño de sus 
funciones, omite dar cumplimiento a sus deberes y o pta por ejercer 
arbitrariamente la autoridad oportunamente a él con ferida. _______  
_____ Adviértase, que con la denominación incumplimi ento de los 

deberes de funcionario público, se alude a la traic ión que el con-
glomerado social evidencia cuando los funcionarios en los que ha 
depositado su confianza despliegan la función encom endada de modo 
irregular, en absoluta oposición a lo normado por l as disposicio-
nes jurídicas que regulan el ejercicio de sus deber es. ___________  
_____ Por ello, los funcionarios de gobierno, guardi anes celosos 

de la administración pública, al traicionar los deb eres que tienen 
a su cargo –utilizando la autoridad conferida por e l pueblo a los 
fines de emprender labores disfuncionales- contrarí an los postula-
dos más significativos que emanan de la Ley Fundame ntal. _________   
_____ Encaminado a preservar la regularidad del ejer cicio de la 

Administración Pública, la norma de referencia evid encia la acti-
tud del legislador quien, sobre la base de ponderar  la legalidad 
de los actos administrativos, reprime el ejercicio arbitrario que 
de la función encomendada puede llevar a cabo un de terminado fun-
cionario público. __________________________________ ______________  
_____ En este sentido, D´Alessio enseña que las cond uctas que 

atentan contra el ejercicio legítimo de la administ ración pública, 
afectan al normal y ordenado desarrollo de las func iones que fue-
ron adjudicadas a cada uno de los órganos de gobier no que confor-
man el Estado de Derecho (cfr. D´Alessio, Andrés Jo sé, ob. cit., 
pág. 764). _________________________________________ ______________  
_____ Así, el tipo penal contenido en la norma del a rt. 248 “in 

fine” del compendio normativo que se viene analizan do, adjudica 
responsabilidad penal al funcionario que, haciendo uso arbitrario 
de la función pública que le fue otorgada, ejecuta actos de go-
bierno que conculcan los enunciados contenidos en l a Constitución 
o en las leyes que la reglamentan y que adquieren o peratividad en 
el ámbito de su desempeño funcional. _______________ ______________   
_____ Por tratarse de un delito especial propio, el tipo penal se 

satisface siempre que la omisión allí referenciada sea llevada a 
cabo por un funcionario público con competencia par a dictar y eje-
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cutar el acto que se le imputa como omitido. A quie n le incumbe el 
cumplimiento de la ley que no ha sido ejecutada. ___ _______________ 
_____ Con relación a ello, cabe señalar que -conform e el texto le-

gal- el tipo penal enunciado no circunscribe su rep rochabilidad a 
los funcionarios públicos nacionales o provinciales . Nada impide 
que el sujeto activo del ilícito de marras esté con figurado por un 
agente policial, quien -en su calidad de funcionari o- puede dictar 
resoluciones u órdenes contrarias, o no ejecutar la  ley cuyo in-
cumplimiento le incumbe (cfr. Laje Anaya, Justo, “C omentarios al 
Código Penal. Parte especial”, Ed. Depalma, Buenos Aires, 1981, V: III, pág. 
76)._______________________________________________ ___________________________ 
_____ En ese orden, este autor continúa desarrolland o su exposi-

ción haciendo hincapié en que en el delito del art.  248 “in fine” 
del Código de fondo ―el autor resulta punible porque el abuso del 
cargo supone que el funcionario, al violar la ley, ha cometido una 
cierta y seria infidelidad: burla a quienes le dier on crédito; a 
quienes creyeron y depositaron en él su confianza p orque creyeron 
que era capaz de la realización virtuosa de la ley (Laje Anaya, 
Justo, ob. cit., pág. 77). _________________________ _______________ 
_____ Finalmente, en ese sentido sostuvo que esta cl ase de infrac-

ción representa una lesión a la administración públ ica, porque im-
plica un arbitrario ejercicio de la función, al mar gen de las 
constituciones, leyes o deberes que la rigen (ibide m, pág. 75). ___ 
_____ Conforme ello, se infiere que la omisión enunc iada en el ar-

tículo que se analiza se configura cuando el acto n o ejecutado  –
comprendido dentro de la competencia adjudicada al funcionario 
omitente- se presenta como de cumplimiento obligato rio, toda vez 
que proviene de la ley, de la naturaleza misma del cargo o de una 
orden de la autoridad, etc. (cfr. Maggiore, Giusepp e, ob. cit., 
pág. 226). _________________________________________ _______________ 
_____ Así, la omisión requerida por el tipo penal pu ede ser con-

ceptualizada como la inercia o conducta negativa en derezada a no 
hacer lo que uno está obligado a hacer. Resulta un acto ilegítimo 
que, inevitablemente, se traduce en un ejercicio in debido de los 
actos de gobierno. _________________________________ _______________  
_____ En ese orden, Creus enseña que la expresión le y contenida en 

la norma que se analiza incluye reglamentaciones qu e delimitan el 
marco de competencia del funcionario público, deter minando las 
funciones que le competen conforme a su designación  de cargo (cfr. 
Creus, Carlos, “Derecho Penal. Parte especial”, Ed.  Astrea, Buenos 
Aires, 1999, Tomo II, pág. 250). ___________________ _______________ 
_____ Asimismo, con relación a ello, Núñez sostuvo q ue la Consti-

tución de la Nación, las constituciones de las prov incias, las le-
yes nacionales o provinciales y sus reglamentos, mi entras no exce-
dan sus fuentes constitucionales o legales, determi nan poderes 
propios de cada funcionario en ejercicio de su carg o (Núñez, Ri-
cardo, ob. cit., pág. 76). _________________________ _______________ 
_____ Por su parte y en idéntico sentido que el auto r citado pre-

cedentemente, Laje Anaya expuso que la palabra leye s contenida en 
el tipo, resulta abarcativa de cualquier ley, regla mento u orde-
nanza, que delimite el ámbito en el que se ejercita  la función gu-
bernamental omitida o no ejecutoriada, allí conteni da (cfr. Laje 
Anaya, Justo, ob. cit., pág. 80). __________________ _______________ 
_____ En efecto, la omisión constitutiva de la terce ra especie 

prevista en el art. 248 del C.P. es la inobservanci a de lo que, de 
modo expreso, un precepto de la Constitución o de l a ley manda a 
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resolver, ordenar o ejecutar al funcionario, ejerci endo su autori-
dad funcional, en una cuestión, asunto o materia. __ ______________  
_____ El abuso de autoridad no es por lo tanto una e xtralimitación 

funcional en el sentido extensivo, sino que es un m al uso de la 
autoridad dentro de la propia función. El funcionar io que abusa de 
su autoridad hace algo que por la Constitución o la  ley le está 
prohibido hacer; o no hace algo dispuesto por ellas , que debe 
hacer. El funcionario que ejerciendo su función sim plemente aplica 
mal lo que puede hacer. ____________________________ ______________  
_____ Ahora bien, tal como lo sostiene Fernando Hora cio Molinas, 

el análisis del delito tipificado en el art. 248 de l C.P. argenti-
no no ha sido objeto de especiales estudios por par te de la dogmá-
tica nacional, pese a ser la puerta de entrada para  toda una am-
plia gama de los delitos cometidos por los funciona rios públicos, 
a extremo tal que no resulta admisible la comisión de ninguno de 
ellos sin que previa o conjuntamente se cometa el d elito en cues-
tión, o su complemento, el del incumplimiento de lo s deberes de 
funcionario público del art. 249, lo que ha llevado  a nuestra doc-
trina a otorgarle carácter subsidiario. ____________ ______________  
_____ Probablemente sea ese carácter, generalmente s ubsidiario, el 

que le ha quitado interés a los autores para intent ar su trata-
miento. Al mismo tiempo que ha derivado en una esca sa cantidad de 
sentencias condenatorias por este delito. __________ ______________  
_____ Esa actitud inconscientemente despectiva respe cto de esa fi-

gura se basa, en opinión del citado autor, en una f alta de valora-
ción adecuada del bien jurídico tutelado por la nor ma, es decir, 
la regularidad del funcionamiento de la Administrac ión Pública y 
la legalidad de los actos de administrativos o de l a función pú-
blica entendida como servicio que la Administración  presta a la 
sociedad. __________________________________________ ______________  
_____ Los autores nacionales, si bien coinciden bási camente en el 

objeto de aquella tutela, se ha despreocupado, en g eneral, por 
destacar su importancia en un sistema republicano y  democrático, 
desdeñando, en consecuencia, la persecución de los autores, cuando 
se comete en forma autónoma. _______________________ ______________  
_____ Sin embargo, continúa diciendo Molinas, que la  falta de in-

terés no es exclusiva de nuestros juristas, como bi en se ha encar-
gado de señalar Octavio Toledo, por ejemplo, respec to de España. Y 
tratando de cambiar esa tendencia, expresa con nota ble certeza: 
“Traer a colación la legalidad no resulta, como qui zás pudiera 
pensarse, la aportación de algo distinto y manido e n este terreno 
de lo jurídico penal, sino que, por el contrario, s ignifica aludir 
a una idea concreta y que no suele evaluarse sufici entemente en 
relación a los delitos de funcionarios y singularme nte, a la pre-
varicación de los funcionarios públicos. ___________ ______________  
_____ Muchas de las absoluciones o sobreseimientos e n causas ins-

truidas por la presunta comisión del delito de abus o de autoridad 
se fundan en interpretaciones erróneas o al menos d iscutibles, so-
bre el tipo penal, en las cuales se advierte subyac ente aquella 
idea de no hallándose en concursos de delitos más g raves, los abu-
sos funcionales no son delitos sino meras infraccio nes administra-
tivas que, en consecuencia, no merecen tutela penal . _____________  
_____ Para sostener los pronunciamientos desincrimin atorios se ha 

recurrido a diversos argumentos, entre ellos, el qu e el tipo pre-
visto en el art. 248 del C.P. exige un dolo específ ico, es decir 
el dolo directo . _________________________________________________  
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_____ La existencia de un denominado dolo específico , en contrapo-
sición del dolo genérico, ha sido sostenida por lo general, por la 
doctrina italiana, y entre nosotros, Juan Ramos, Eu sebio Gómez y, 
fundamentalmente, Ricardo Núñez. ___________________ _______________ 
_____ Precisando ese concepto, ha sostenido el maest ro cordobés 

“que psicológicamente el dolo especial representa u n tipo particu-
lar de culpabilidad requerido por el delito” destac ando que la re-
latividad del dolo aparece con toda intensidad a tr avés de la es-
pecialización expresa o tácita que el legislador ha ce en algunas 
figuras penales”. __________________________________ _______________ 
_____ La doctrina alemana al contrario ha desechado tal c lasifica-

ción, y en nuestro derecho, a partir del trabajo de  Marcelo Finzi,  
al negar la existencia de un dolo específico , que en los supuestos 
en que se hable de él, en realidad nos hallamos fre nte “a volicio-
nes dirigidas a un resultado que está afuera de los  actos externos 
de ejecución del delito”. Coincidiendo en tal aprec iación, Jiménez 
de Azúa afirmaba que se trataba de “verdaderos caso s de tendencia 
interna trascendente (elementos subjetivos de lo in justo)”. _______ 
_____ A poco que se analiza los tipos en que la doctrina ha pre-

tendido encontrar la exigencia de tal dolo especial , no cabe sino 
concluir que estamos frente a elementos subjetivos del tipo dis-
tintos del dolo; así por ejemplo, en el delito de h urto o de inju-
rias.__ ____________________________________________ _______________ 
_____ Lo mismo ocurre en la doctrina Alemana, donde tampoco se es-

tudia ya el dolo específico sino como elementos sub jetivos del ti-
po distintos del dolo. _____________________________ _______________ 
_____ Sin embargo en la causa González del Solar s/ infracción al 

art. 248 del C.P. se ha sostenido que lo que se pro cura mediante 
el tipo penal sometido a consideración, “es el cump limiento regu-
lar y legal de los actos de autoridad, se castiga e l acto abusivo 
en sí mismo como un modo de tutelar los valores ins itos en el or-
den jurídico como tal, en cuanto a que el cumplimie nto irregular y 
abusivo de los actos de autoridad pueden determinar  graves tras-
tornos e inducir a toda clase de males. ____________ _______________ 
_____ Asimismo en cuanto a la exigencia de un elemen to subjetivo 

implícito en el tipo penal, distinto del dolo, segú n aducía la de-
fensa en el caso, y cuya ausencia invocaba, al resp ecto se sostuvo 
que ello no era así, pues se interpreta que la únic a exigencia 
subjetiva de la figura en cuestión viene dada por e l conocimiento 
y la voluntad de dictar en el caso que se trataba, una resolución 
contraria a las leyes afectando el bien jurídico pr otegido, cual 
es la administración pública tratando de preservar la regularidad 
de su funcionamiento. ______________________________ _______________ 
_____ Sostiene Molinas que más clara resulta esta so lución si se 

compara el tipo del art. 248 del C.P. con su equiva lente español 
art. 258 y dice que este delito denominado por la d octrina españo-
la “prevaricación”, es de similar estructura típica , pero requiere 
en su formulación dolosa prevista en el primer párr afo, un espe-
cial elemento subjetivo del tipo, cual es que las t ransgresiones 
legales se hagan “a sabiendas” y que la introducció n de este ele-
mento subjetivo del tipo ha sido entendida, históri camente, como 
una forma de excluir la forma delictiva culposa y, en general, ha 
fundado también el rechazo del dolo eventual en la comisión de los 
delitos que presentan esta exigencia subjetiva. ____ _______________ 
_____ En consecuencia dice el autor citado que la fa lta de exigen-

cia de tal conocimiento especial en el texto del ar t. 248 implica 
no sólo el rechazo de cualquier forma especial de t ipicidad subje-
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tiva, sino expresamente la posibilidad de que el de lito de abuso 
de autoridad sea cometido inclusive a título de dol o eventual. 
(Molinas, Fernando Horacio, “Doctrina Penal Año 11,  n° 43”, Ed. 
Depalma, Buenos Aires, 1988, págs. 513/527). _______ ______________  
_____ 4º) Que en los supuestos donde la imputación s e refiere pun-

tualmente a la no ejecución de leyes cuyo cumplimie nto le incumbe 
al funcionario, la vulneración del bien jurídico, c onsistente en 
el funcionamiento regular de la administración públ ica, se produce 
por el simple no acatamiento del mandato ya precisa do en la norma 
general, sin que resulte relevante la amplitud del contenido de 
las funciones del autor, bastando que el mandato le gal desobedeci-
do caiga dentro de ese contenido. __________________ ______________  
_____ En efecto la Ley Orgánica de la Policía de la Provincia de 

Salta 6192 en su art. 1º dispone expresamente que d icha institu-
ción tiene a su cargo el mantenimiento del orden pú blico y la paz 
social, actúa como auxiliar permanente de la admini stración de 
justicia y ejerce por sí las funciones que las leye s, decretos y 
reglamentos establecen para resguardar la vida, los  bienes y otros 
derechos de la población. Desempeñarán sus funcione s en todo el 
territorio de la provincia. ________________________ ______________  
_____ Por su parte el art. 4º enfatiza que todos los  componentes 

de la institución, en cualquier momento y lugar de la provincia, 
podrán ejercer la jurisdicción territorial para la ejecución de 
los actos propios de sus funciones de policía de se guridad y judi-
cial. Las divisiones administrativas que, para el m ejor desempeño 
de las funciones, se determinan en esta ley, decret os o reglamen-
tos policiales, serán meramente de orden interno y en su art. 5º 
precisa que aquella norma será aplicable cuando se dieran alguna 
de las circunstancias que menciona, tales como, par a que el proce-
dimiento se realice en cumplimiento de orden proven iente de auto-
ridad competente para impartirla, en razón del carg o o que no 
hubiere, en el momento y lugar la intervención de o tro funcionario 
competente para actuar y en condiciones de hacerlo. ______________  
_____ A su turno el art. 8º establece que la función  de la policía 

de seguridad consiste esencialmente en el mantenimi ento del orden 
público, la preservación de la seguridad pública y la prevención 
del delito y como consecuencia de ello impone expre samente que le 
corresponde a la policía de la provincia prevenir y  reprimir toda 
perturbación del orden público, garantizando especi almente la 
tranquilidad de la población y la seguridad de las personas y la 
propiedad contra todo ataque o amenaza; desarrollar  toda actividad 
de observancia y vigilancia destinada a prevenir el  delito y apli-
car para tal fin los medios necesarios, entre otras  atribuciones. 
Asimismo la policía de la provincia es representant e y depositaria 
de la fuerza pública en su jurisdicción y en tal ca lidad le es 
privativo entre otras cosas hacer uso de la fuerza cuando fuere 
necesario mantener el orden, garantizar la segurida d, impedir la 
perpetración del delito y en todo los actos de legí timo ejercicio, 
así como también asegurar la defensa oportuna de su  persona, la de 
terceros o de su autoridad, para lo cual el agente esgrimirá sus 
armas, cuando fuere necesario. _____________________ ______________  
_____ Además de las constancias de la causa se despr ende de fs. 5 

que la Sra. R F había sido amenazada en varias opor tunidades por 
el Sr. M N, de fs. 6 que como consecuencia de la de nuncia efectua-
da y con el objeto de resguardar la integridad físi ca de la denun-
ciante se dispuso una consigna policial conjunta de  L y L en el 
domicilio de la víctima, y que en fecha 17 de junio  de 2011, mien-
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tras los policías se hallaban ubicados frente al do micilio que de-
bían custodiar, se acercó N, quien se encontraba pr ófugo y armado, 
situación ésta conocida por los funcionarios polici ales, todo lo 
cual los obligaba a tomar todos los recaudos que fu esen necesarios 
para cumplir correctamente con su deber, esto es, r esguardar a la 
víctima e impedir la comisión del delito de manera oportuna. ______ 
_____ Así planteadas las cosas, no puede perderse de  vista que la 

sentencia es la decisión del juez que agota la rela ción procesal o 
una fase de ella, que por lo demás debe ser autosuf iciente, y bas-
tarse a sí misma mediante su lógica interna, de mod o que si se 
arriba a un pronunciamiento condenatorio en el cual  se ha motivado 
la sanción a imponer, no debe prosperar la casación  interpuesta, 
debido a que evidentemente no hubo una inobservanci a normativa; 
conforme a ello Clariá Olmedo dice que: la sentenci a estará afec-
tada por falta de motivación en grado de nulidad cu ando los funda-
mentos sean insuficientes o contradictorios, de man era tal que no 
alcancen el mínimo necesario como para justificar l a decisión 
(“Derecho Procesal”, Depalma, Bs. As., 1983, Tomo I I pág. 236), lo 
que no ocurre en el caso. __________________________ _______________ 
_____ 5º) Que de lo expuesto, puede concluirse que l a sentencia 

contiene una fundamentación adecuada respecto de lo s hechos atri-
buidos a los acusados nada hay en los fundamentos e xpuestos en el 
fallo que permitan establecer que se hubiesen trans gredido los lí-
mites de las atribuciones discrecionales de aprecia ción de prueba 
propias del tribunal de juicio, o para llegar al es tado de certeza 
sobre los hechos en los que se basa la acusación se  haya procedido 
de manera arbitraria, por lo que corresponde desest imar el recurso 
de casación interpuesto por la defensa de M L y A L , y en su méri-
to, confirmar la sentencia de fs. 183, cuyos fundam entos obran a 
fs. 184/194. _______________________________________ _______________ 
_____ Por lo que resulta de la votación que antecede ,_____________ 

________________________ LA CORTE DE JUSTICIA , _____________________ 
_____________________________ RESUELVE: ____________________________ 
_____ I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 

195/198 y, en su mérito, revocar  la sentencia de fs. 183, cuyos 
fundamentos obran a fs. 184/194 y absolver  a M A L y A E L de los 
delitos de incumplimiento o violación de los debere s de funciona-
rio público y omisión de los deberes propios del of icio. __________ 
_____ II. MANDAR que se registre, notifique y, oport unamente, ba-

jen los autos. _____________________________________ _______________ 
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Guillermo Félix Díaz,  Susana Graciela Kauffman de Martinelli y Ernesto R. Samsón -Jueces de Corte-. Ante 
mí: Dra. Mónica Vasile de Alonso –Secretaria de Corte de Actuación-). 


